Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 17 minutos) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Carpeta N” 547/2011.- Régimen de Contratos de Participación Público-Privada para la 
realización de obras de infraestructuras y prestación de servicios relacionados con las mismas. Marco 
Regulatorio. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 


La Junta Departamental de Paysandú remite el planteo que realizara el señor Edil Carlos 
Oyanarte relativo a la situación de los ahorristas que capitalizaron a COFAC mediante la Ley N* 
17.863”. 


-La Comisión de Hacienda de la Cámara de Senadores tiene el gusto de recibir nuevamente a 
los representantes máximos de la Dirección General Impositiva y del Ministerio de Economía y 
Finanzas. Por la Dirección General Impositiva, están presentes el Director de Rentas, contador Ferreri, 
el Subdirector, contador Romano, y la doctora Cedrés; y, en representación del Ministerio de Economía 
y Finanzas, el Director de la Asesoría Tributaria, contador Hernández, y el economista Serra. 


Con respecto al proyecto de ley titulado “Relacionamiento de los Contribuyentes con la 
Administración Tributaria”, que es el que estamos considerando, quiero informar que recibimos a una 
delegación de las Comisiones Tributarias del Colegio de Abogados acompañada por representantes del 
Colegio de Contadores, que hizo algunos cuestionamientos, en particular, a los artículos 3%, 5* y 6*. 


Por lo tanto, decidimos invitarlos nuevamente a ustedes, previo envío de la versión 
taquigráfica de esa sesión, para poder avanzar en el estudio de esta iniciativa que tenemos la intención 
de aprobar lo antes posible. 


Les cedemos, pues, el uso de la palabra para que nos brinden vuestra opinión. 


SEÑOR FERRERI.- En nombre de toda la delegación, les agradecemos la invitación para discutir este 
tema tan importante, así como también el envío de la versión taquigráfica que nos ha permitido 
preparar correctamente la reunión y brindarles nuestro punto de vista de la mejor manera posible. 


De la versión taquigráfica surge que las delegaciones del Colegio de Abogados y del Colegio 
de Contadores plantearon diferencias o sugerencias con respecto a los artículos 3%, 5* y 6%, lo que en 
algunos casos no resultó una novedad para nosotros porque el espíritu que animó este proyecto de ley 
fue trabajar en forma común con el sector privado y con la academia. Es así que nosotros recibimos al 
Colegio de Contadores y a varios de los abogados que concurrieron a la Comisión, para intercambiar 
opiniones y ya nos habían comunicado las diferencias que tenían aunque en ningún caso se nos dijo 
que algún artículo fuera una vergúenza. 


Por otra parte, el señor Senador Heber realizó una consideración sobre el plazo del beneficio 
establecido en el artículo 1% y, si los señores Senadores lo consideran pertinente, me gustaría 
comenzar por este punto. En el artículo 1% se plantea extender el beneficio previsto en la Ley N* 
17.555, de 18 de setiembre de 2002, hasta el 31 de diciembre de 2004 porque entendemos que la 
intención de la norma es favorecer a los ciudadanos que habían sufrido las consecuencias de la crisis 
económica más importante de nuestro país y que no acababan en el año 2002; es por eso que 
consideramos que un plazo prudente podría ser el de diciembre de 2004. También habíamos 
reconocido que era un plazo arbitrario y que podía estar sujeto a consideración. 


La propuesta del señor Senador Heber -si entendimos lo registrado en la versión taquigráfica- 
era extender este plazo hasta el año 2009. Creemos que puede ser corregido, pero siempre que 
mantenga el espíritu con el cual fue redactado el artículo. Creemos que es muy bueno que la 
Administración dé una señal en el sentido de favorecer a aquellos que sufrieron las consecuencias de 


la crisis, pero pensamos que no es conveniente que se trate como, o parezca, un perdona tutti. Por 
eso es que creemos que si se llegara hasta el 2009 se estaría cambiando el espíritu que anima el 
artículo. Vamos a explicar por qué pensamos esto, en aras de tratar de llegar a un punto medio sobre 
este aspecto. 


Por lo general, cuando la Administración tributaria realiza inspecciones lo hace sobre el año 
en curso y tres años para atrás. Supongamos que hoy realizamos una inspección a un contribuyente: 
se inspeccionaría el año 2011 y los años 2008, 2009 y 2010. En esta circunstancia, si llegáramos a 
encontrar irregularidades, la persona debería pagar los tributos más las multas y recargos. 
Entendemos que a quien hoy le encontremos alguna irregularidad, no podría esgrimir el argumento de 
que todavía está sufriendo perjuicios por la crisis. Por esa razón nos parece que por lo menos esos 
años no deberían entrar dentro de este beneficio. 


SEÑOR HEBER.- Perfecto. 


SEÑOR FERRERI.- En aras de llegar a un consenso, entonces, el tema que se nos presenta es 
dónde ponemos la barrera. Particularmente, habíamos planteado que fuera diciembre de 2004 y quizás 
una sugerencia, para ser considerada por los señores senadores, sería que por el período de 
prescripción de los tributos no se otorgue el beneficio. Estamos hablando de todos los tributos que 
están vigentes, es decir, de cinco años para atrás, por lo que podríamos llegar hasta el 2006. Esto 
también va en consonancia con la Ley N* 17.963, que establece un régimen de beneficios para el 
BPS que se extiende hasta el año 2006. Entendemos que esa puede ser una fecha probable... 


SEÑOR ABREU.- Se está hablando de las obligaciones tributarias no prescriptas. 


SEÑOR FERRERI.- Sí, señor Senador, las que están vigentes y que escapan a los coletazos de la 
crisis no tendrían los beneficios. Pensamos que la barrera podía ser hasta diciembre de 2006; es hasta 
donde podríamos llegar. 


Ahora me gustaría no seguir con el orden numérico y pasar al análisis del artículo 5%, dejando 
los artículos 3* y 6%, que tienen una consideración más puntual, para el final de mi exposición. 


En cuanto al artículo 5% estamos sugiriendo una redacción que encomienda a la 
Administración la realización de un Texto Ordenado donde se recojan las obligaciones y derechos de 
los contribuyentes para con ella, es decir, aquellas normas que regulan la relación entre administrado 
y administrador. No se necesita la habilitación o un artículo legal para hacerlo -de hecho, este Texto 
Ordenado ya está colgado en la página web- pero nos pareció saludable e importante que el 
ofrecimiento de este servicio a los contribuyentes no dependiera de la voluntad de la Dirección de 
turno, sino que fuera una obligación de la adninistración otorgar y poner a disposición del ciudadano 
común -que no cuenta con un asesoramiento de calidad- todas las normas en forma clara. A modo de 
complemento, cabe aclarar que, por primera vez en la historia de la administración tributaria, emitimos 
una carta de derechos de los contribuyentes en que, con un lenguaje sencillo y común, bajamos a 
tierra todas las normas escritas, incluidas en el Texto Ordenado y colgadas en nuestra página web. Nos 
pareció atinado que no fuera discrecional, sino que tuviéramos la obligación de hacerlo. En ese 
sentido, advertimos que algunos integrantes del Colegio de Abogados del Uruguay dijeron que cuando 
se elaborara el Texto Ordenado figuraría solo un artículo. Si bien está colgado en la página web y, por 
tanto, es de difusión pública, trajimos varias copias -que nos costó imprimir porque no es un solo 
artículo, sino que son más de cuarenta páginas- para que los señores Senadores tengan acceso a su 
contenido. Por cierto, el hecho de obligarnos a realizar un Texto Ordenado que permita a la población 
tener un fácil acceso a las normas, es un tema que está en discusión, pero la delegación que concurrió 
en una oportunidad anterior hizo un planteo muy diferente, que entendemos no corresponde o, en todo 
caso, no forma parte de esta cuestión. La propuesta de que sea realizado por ley o por un acto 
administrativo -como, por ejemplo, un decreto- tiene que ver con el otorgamiento de otro beneficio a los 
contribuyentes porque se entiende que la relación entre la adninistración y los administrados está 
desequilibrada. Reitero: ese tema forma parte de otra discusión; en el momento en que se plantee 
estaremos dispuestos a dar nuestra opinión, pero nos parece muy útil que, como primer paso, 
pongamos a disposición de todo el mundo las normas ya vigentes; después se analizará si alcanzan o 
no, pero nos parece que son discusiones diferentes. Igualmente, dejamos en claro que -si mal no 
recuerdo- es la primera vez que la adninistración promueve un proyecto de ley en el que se incluyen 
beneficios. 


Si bien sabíamos que este punto podía dar lugar a otras discusiones, entendimos que este 
es un buen proyecto de ley y que otorga beneficios a mucha gente que lo necesita. Sería bueno 
terminar esta discusión cuanto antes, para luego ingresar en otra en cuanto a si la relación está 
equilibrada o no. Entendemos que está absolutamente equilibrada y que, a la luz de las normas 
vigentes que están recopiladas, se puede llegar fácilmente a la misma conclusión. 


Insisto: a nuestro juicio, se trata de dos discusiones diferentes, por lo que nos parece 
conveniente que se apruebe este artículo y que la adninistración tenga la obligación de emitir el Texto 
Ordenado. A los efectos del mejoramiento de su redacción y porque sería bueno que esto no quedara 
en el intento, quizás sería conveniente indicar que se obliga a la Administración a actualizarlo cada dos 
años, por ejemplo, haciendo una recopilación de los nuevos derechos y obligaciones que surjan. 


Por las razones antes expuestas, reiteramos una vez más que son dos temas totalmente 
diferentes y, por ende, nos gustaría centrarnos en el contenido del proyecto de ley y no en puntos que 
tienen que ver con cuestiones posteriores. Por supuesto, quedamos a la orden de los señores 
Senadores para considerarlo en el momento que entiendan pertinente. 


SEÑOR AMORIN.- Antes que nada, me parece oportuno aclarar a la delegación que nos visita que 
estamos en condiciones de votar el proyecto de ley -de ser posible, en el día de hoy- porque todos 
estamos absolutamente de acuerdo con que no hay que dilatar el otorgamiento de esos beneficios. En 
ese aspecto, creo que no hay dudas. 


Sin embargo, si bien el artículo 5% no nos provoca dudas porque es muy claro su texto, 
queremos hacer una puntualización con respecto a lo que dice al final: “que se denominará “Estatuto 
del Obligado Tributario”. Este concepto puede ser algo parecido al de “Carta del Contribuyente”. 
Coincido en gran parte con lo que expuso el Colegio de Abogados en su comparecencia ante esta 
Comisión, en el sentido de que el “Estatuto del Contribuyente” merece otro estudio. Quiero aclarar que 
el Colegio de Abogados no dice que no se vote nada, todo lo contrario, señalan que están de acuerdo y 
que el proyecto es bueno. En realidad, todos coincidimos con que el proyecto es bueno, pero una carta 
de derechos del contribuyente merecería un estudio más profundo. Por ello se solicitó que se dejara de 
lado el artículo 5* y se hicieran las consultas pertinentes con la Dirección General Impositiva, a efectos 
de lograr un acuerdo entre todos. No se trata de retrasar la aprobación del proyecto, de ninguna 
manera, no estamos pensando en eso, sino que proponemos quitar el artículo 5% y aprobar una carta 
de derechos del contribuyente que, de alguna manera, equilibre la relación entre la Dirección General 
Impositiva y el contribuyente. 


SEÑOR ABREU..- En el mismo sentido, quiero señalar que existen antecedentes de Textos Ordenados 
que se han publicado. No sé cuál fue el último que se publicó en forma homogénea, pero sería 
conveniente que se publicara en forma periódica para que el contribuyente o cualquier otra persona 
pudiera estar al tanto de cuáles son las normas tributarias y sus alcances. Pero acá hay algo más y, tal 
como lo planteó el señor Senador Amorín, la publicación del Texto Ordenado en esta oportunidad está 
orientada a relacionarse con el “Estatuto del Obligado Tributario”. Comparto la idea del contribuyente, 
pero se podría encomendar al Poder Ejecutivo la publicación de un Texto Ordenado, en todo lo que se 
refiere a normas tributarias y demás, haciendo o no referencia al obligado tributario, por lo menos, con 
un texto que expresara algo así como: “Encomiéndase al Poder Ejecutivo la publicación de un Texto 
Ordenado de las normas tributarias”, etcétera, y después veríamos cuál es el alcance que se puede dar 
respecto del contribuyente. 


SEÑOR HEBER.- Coincido con las consideraciones vertidas por los señores Senadores Amorín y 
Abreu pero, dado que la adninistración cuenta con los votos suficientes para aprobar el artículo tal cual 
está redactado, me permitiría sugerir que se pusiera punto donde dice “Dirección General Impositiva”. 
De este modo, y considerando que merecería un estudio más profundo, el tema de la denominación 
quedaría separado. El único cuestionamiento que se hizo a este respecto fue el de por qué era 
necesario incluir un artículo cuando la adninistración está en condiciones de hacerlo. Recién explicó el 
Director General de Impositiva que ellos quieren obligarse por ley; pues bien, estarán obligados por ley 
a reordenar las normas de Texto Ordenado, pero si se acepta mi propuesta ello no se denominaría 
“Estatuto del Obligado Tributario”. 


Simplemente, quería hacer estas propuestas. 


SEÑOR RUBIO.- Comparto la observación que realizó el señor Senador Heber y propongo que al final 
del artículo 5% se agregue: “Dicho Texto Ordenado se actualizará cada dos años”. Creo que esto 


termina con los dos problemas. 
(Apoyados) 


SEÑOR FERRERI.- Solicitamos hacer uso de la palabra para sugerir, justamente, lo mismo que el 
señor Senador Heber y, además, estamos totalmente de acuerdo con el agregado final propuesto por 
el señor Senador Rubio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al parecer, existe acuerdo para realizar estas modificaciones. 


SEÑOR FERRERI.- En síntesis, la última frase del artículo 5% terminaría en: “Dirección General 
Impositiva. Este Texto se actualizará en forma periódica cada dos años”. 


SEÑOR ABREU.- Se debería decir simplemente “cada dos años”, el agregado “en forma periódica” 
parece redundante. 


SEÑOR FERRERI.- Es verdad, señor Senador. 


En el artículo 3% se hacía referencia a las medidas cautelares, lo que permitía dar la 
posibilidad a los contribuyentes de que su dinero no se desvalorizara frente a la adninistración o, peor 
aún, que esta no le cobrara intereses por un período en que el contribuyente no tenía nada que ver, ya 
que se depositaba el dinero en una cuenta judicial y la adninistración tributaria podía llegar a hacerse 
de él años después. Tengamos en cuenta que por todo ese plazo estamos obligados a cobrar multas y 
recargos, lo que nos parecía desproporcionado. 


Existe una precisión, realizada por el prestigioso y muy querido profesor Novaro, con 
respecto a que no correspondía la expresión “medidas cautelares”. En realidad, no estamos de 
acuerdo con esa apreciación, sobre todo porque tenemos potestades en dos instancias diferentes: en 
los juicios ejecutivos y en las medidas cautelares. Con respecto a los juicios ejecutivos no había 
ninguna discrepancia, pero sí en lo que refiere a las medidas cautelares. En el relato se daba la 
impresión de que para la adninistración la medida cautelar es autosatisfactoria, es decir que cobramos 
ese dinero en forma previa. Sin embargo, esto no es así porque no podemos hacernos de ese dinero 
en forma indiscriminada, sino que recién podemos recibirlo luego del acto de terminación, cuando 
queda fijo el monto que la adninistración debe cobrar. Por lo tanto, no es una medida autosatisfactoria y 
busca, justamente, lo contrario de lo que se expresaba, es decir, frenar o trancar los negocios. De 
hecho, si no tuviéramos la herramienta de la medida cautelar o de la retención de Caja en virtud de la 
cual vamos cobrando una parte del dinero, probablemente impediríamos la vida posterior del negocio. 
Por ejemplo, pensemos en una Pyme en que el dueño es el propietario del local y no pudiéramos 
ejecutar la medida cautelar de la retención de Caja; seguramente tendríamos que ir contra el inmueble 
porque tenemos que resguardar el cobro de la adninistración y, si rematáramos el bien, estaríamos 
acabando la unidad productiva, lo cual va en contra de la lógica natural y obvia de mantener los 
negocios funcionando. En definitiva, es mucho más amigable -si cabe el término- o permisivo para la 
actividad económica de los contribuyentes, realizar una retención de Caja. Obviamente, a diferencia de 
la mayor parte de las Administraciones tributarias del mundo, la adninistración uruguaya no puede 
dictar la medida cautelar en forma discrecional; los Directores de Rentas de cualquier país con una 
adninistración potente dictan por sí solos este tipo de medidas. En nuestro caso, la medida cautelar no 
es decidida por la adninistración sino por la Justicia con lo cual, como es obvio, estamos de acuerdo. 


Quisiera agregar otra precisión porque había algún comentario con respecto al plazo, ya que 
decíamos que esto era así mientras ocurriera en un plazo de seis meses. ¿Por qué el plazo? Quien 
debe solicitar a la Justicia que ese dinero pase a la adninistración es el contribuyente. No podemos 
hacerlo nosotros en forma indiscriminada porque es una medida previa al acto final de determinación. 
Por lo tanto, si no pusiéramos un plazo, estaríamos dejando que el contribuyente dilatara en forma 
permanente el término de la inspección. Queríamos poner un plazo que, de alguna manera, fuera un 
incentivo para que el contribuyente colaborara a acelerar el proceso y nos parecía razonable hablar de 
seis meses; incluso podría ser un poco más. Entendemos positivo que, en aras del espíritu que 
trasuntaban ambos colegios, el lapso entre principio y fin de una actuación inspectiva sea lo más breve 
posible. Por eso nos parecía que un plazo de seis meses, durante el cual el contribuyente se interesara 
y pidiera al Juez que ese dinero pasara a la Dirección General Impositiva, era lo más pertinente. 


SEÑOR ABREU.- Entiendo la observación que hace el Colegio de Abogados, pero estoy más cercano 
a la interpretación que está haciendo la Dirección General Impositiva. Sin embargo, creo que también 
podría encontrarse una solución a este tema porque, en realidad, lo que se está analizando es la 
intervención de Caja o la retención de crédito. Esto se hace en función de lo que habilita la ley, ya sea 
la ley de carácter general sobre el tema tributario, como también las normas relativas a los aspectos 
procesales incluidas en el Código del Proceso. Todo esto no surge en función de por qué se define el 
tema aquí, sino de cuáles son las facultades que se les otorga a la Dirección General Impositiva y a los 
demás en el ámbito de lo que estipula el Código Procesal, cuando hace referencia a aquellos casos en 
que se ha dispuesto la intervención de Caja o la retención del crédito y no expresamente a la medida 
cautelar o función del Poder Ejecutivo. En todos esos casos, ya está definido legalmente cómo puede 
actuar la Dirección General Impositiva de acuerdo con las normas preestablecidas. Digo esto para 
evitar la discusión, salvo que se quiera dejar como medida concreta la diferencia entre medida cautelar 
y juicio ejecutivo. Pero desde el punto de vista procesal, en lo que a mí respecta, sería innecesario 
porque cuando se produce la intervención de Caja es en función de normas preexistentes que habilitan 
a la Dirección General Impositiva, a través del Código General del Proceso o de normas especiales de 
carácter tributario. 


SEÑOR MICHELINI.- Si el Poder Ejecutivo hubiera enviado la norma tal como señala el señor Senador 
Abreu, seguramente no tendríamos observaciones que realizar, pero con esta redacción que determina 
la aplicación de medidas cautelares y que incluso generó observaciones por parte de los Colegios de 
Abogados -si quitáramos esta aclaración- luego podría surgir una interpretación restrictiva y, en lugar 
de ayudar a los contribuyentes, los estaríamos perjudicando. 


Lo que se está diciendo es que toda vez que se haga retención de Caja o que se depositen 
determinados dineros, se los va a tomar en cancelación de deuda a la fecha correspondiente. No es 
que la Dirección General Impositiva exprese que aquellos dineros se depositaron cuatro meses atrás, 
pero la deuda ahora es otra. No, para que sea cierta, la cifra se toma a esa fecha, siempre que no 
pasen los seis meses. La información que nos da la DGl ahora es que el plazo de seis meses se 
estipula para que el contribuyente esté proactivo. Me parece bien e incluso, si fuera necesario, se 
podría extender un mes más, pero lo cierto es que tenemos que hacerlo rápido y a favor del 
contribuyente. Si el cliente se vuelve proactivo, vamos a tomar su dinero a la fecha cierta, pero si 
quitamos una parte del proyecto podemos provocar que surja una interpretación restrictiva que sí va a 
comprender a aquellos que tengan proceso ejecutivo de intervención de Caja o de retención de 
créditos, no a los que se les han dispuesto medidas cautelares. Naturalmente, ambas situaciones 
serán determinadas por la Justicia. Ahora bien, prefiero que esto figure y no que tengamos una 
interpretación restrictiva futura con contribuyentes que no puedan contar con el beneficio de esta 
norma. 


SEÑOR FERRER!I.- Sinceramente preferimos que este artículo quede redactado tal como está; esa es 
nuestra aspiración. 


SEÑORA CEDRÉS.- Precisamente, estoy de acuerdo con el señor Senador Michelini, pues quitar la 
expresión generaría problemas interpretativos. ¿Cuándo nos estamos refiriendo a la intervención de 
Caja o a la retención de créditos, si no es en el ámbito judicial de las medidas cautelares y de los 
juicios ejecutivos? Creo que en este caso no quedaría claro cuándo estamos haciendo la referencia y, 
más aún, en función de lo que hoy decíamos en el sentido de que no existe cobro proactivo en vía 
administrativa. Quiere decir que esto solo lo podemos solicitar ante la Justicia competente. Entiendo 
que, en este caso, realmente es un aporte el hecho de que se discrimine en qué procesos podría 
hacerse uso de este artículo. 


SEÑOR RUBIO.- Pienso que deberíamos dejar el artículo tal como está y pasar a considerar el artículo 
6*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es, señor Senador. 


SEÑOR FERRERI.- Claramente, este artículo 6% también surge en beneficio de los contribuyentes ya 
que nosotros, en una instancia interna del proceso inspectivo, nos imponíamos la obligación de 
determinar los montos y los impuestos a que correspondían los montos de las reliquidaciones en los 
procesos inspectivos. El Colegio de Abogados del Uruguay y el de Contadores, Economistas y 
Administradores del Uruguay proponen una redacción alternativa que, en función de varios aspectos, 
no compartimos. En primer lugar, el artículo que sugieren comienza con el término “interprétase”. 
Existe una diferencia importante porque creemos que la palabra “interprétase” tendría carácter 


retroactivo, pero advertimos que no existe norma a interpretar porque directamente no hay disposición 
alguna que dé un concepto del acta final de inspección. Vale decir que por primera vez estamos 
obligando a la adninistración en este sentido y, por ello, la retroactividad carece de fundamento. 


Además, si existiera posibilidad de aplicar esto en forma retroactiva, nos obligaría a hacerlo 
con todas las inspecciones ya realizadas y daría lugar a un gran número de reclamaciones. 


En síntesis, el término “interprétase” no nos parece correcto. 


En segundo término, la redacción propuesta hace referencia a los artículos 46 y 39 del 
Código Tributario, por lo que se pretende notificar la determinación al contribuyente en el acta de 
inspección. Entendemos que no corresponde dar una vista previa al contribuyente en ese momento 
porque el acta final de inspección no es más que el informe en que el equipo inspectivo eleva a su 
jerarca inmediato los resultados primarios de la inspección realizada. Por lo tanto, se trata de una 
comunicación interna sujeta a revisión de la propia Administración. Si damos vista previa, inclusive 
estaríamos dando lugar a la posibilidad de recurrir; la vista se da cuando el acto ya está firme y se 
produce el acto de determinación. Por todo esto, consideramos que en esta instancia no se debería dar 
vista previa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera formular algunas expresiones a partir de algunos comentarios y de 
una preocupación planteada por algunos contadores, que creo está relacionada con lo que usted 
recién señalaba. Me refiero al hecho de que mediante este artículo se podría otorgar al acta final de 
inspección un rango superior al que realmente tiene, pasando a sustituir otros niveles y provocando 
que el contribuyente tenga un problema anticipado a la notificación. 


SEÑOR AMORÍN.- Si no entendí mal, a partir de la concurrencia a la Comisión de los representantes 
de los Colegios de Abogados del Uruguay y de Contadores, Economistas y Administradores del 
Uruguay, la duda que surge con respecto al artículo 6% es que puede haber una cantidad de acciones 
en trámite, de contribuyentes que estén discutiendo este tema. En este proyecto de ley se expresa: “A 
partir de la vigencia de la presente Ley”, por lo que toda esa discusión se termina si el tema se plantea 
de aquí en adelante, precisamente porque la Dirección General Impositiva asume que a partir de la 
vigencia de esta norma el régimen es tal. Esa frase, “A partir de la vigencia de la presente Ley”, puede 
dejar bastante clara la situación y marcar la cancha señalando que de aquí para atrás las cosas no 
eran así. Entonces, todos los asuntos que están en trámite continuarían en una fenomenal discusión, 
no sucediendo lo mismo con aquellos en los que no se hubiera presentado recurso, porque si el acto 
administrativo está firme, lo está. 


Aquí hay dos posibilidades: por un lado, si se hace retroactivo, el acto administrativo firme 
podría caer y pasar a regirse por otro sistema y, por otro, si se ha interpuesto algún recurso contra el 
acto, el caso continuaría en discusión y quien debería definir sería la Justicia, cosa que me parece 
bien. 


Cuando decimos que la ley de aquí en adelante es de tal manera y de aquí para atrás, de 
otra, de alguna manera estamos flechándole la acción al Juez. Por lo tanto, propongo que del artículo 
6% se elimine la expresión “A partir de la vigencia de la presente Ley”, y comience de la siguiente 
manera: “Cuando los sujetos pasivos sean auditados por la Dirección General Impositiva”. 


(Intervención que no se oye) 


-Creo que mi propuesta no fue comprendida. No hablo de interpretar, sino de establecer: 
“Cuando los sujetos pasivos sean auditados por la Dirección General Impositiva, el acta final de 
inspección deberá establecer por períodos cada uno de los impuestos, así como su respectiva 
cuantía”, eliminando la expresión “A partir de la vigencia de la presente Ley”. Aquí no se trata de 
interpretar hacia atrás, sino de decir cómo es la situación en este momento. Si procediéramos de esta 
forma estaríamos salvando la discusión que se ha planteado. En todo caso, quienes podrían verse 
beneficiados serían los que recurrieron el acto administrativo. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Quiero aclarar cuál es el verdadero sentido del acta final de inspección y qué 
efectos jurídicos produce. El acta final de inspección tiene un solo efecto jurídico, que consiste en 
cortar el período de prescripción. Al no crear obligaciones, tampoco resulta usual que se notifique. 
Ahora bien, para que esa acta final de inspección -que es parte del proceso administrativo- tenga valor, 


es necesario que tenga fecha cierta. De ahí, entonces, que resulte imprescindible que el contribuyente 
tenga conocimiento de esa acta. Precisamente, ese conocimiento y esa firma del contribuyente -no 
llamemos a esto “notificación”- presentan la particularidad de asegurarle al contribuyente que a partir 
de esa fecha se puede cortar la prescripción. Este es el efecto del acta final de inspección. 


El proyecto de ley pretende dar a esa acta final de inspección -que no tiene ningún tipo de 
reglamentación- un contenido mínimo que apunte en la misma dirección, es decir, informarle al 
contribuyente cómo se ha venido desarrollando, a juicio del equipo inspectivo -hablamos de “equipo 
inspectivo” porque no hay decisión de la adninistración hasta que no se adopte resolución- la 
inspección y qué es lo que pretende la adninistración en materia de tributos. Vuelvo a decir que el acta 
final de inspección no tiene otro efecto. 


Si el acta final de inspección fuera notificada, se estaría desvirtuando su naturaleza de acta. 
Esta es un acta de desarrollo y no una resolución; aquí no hay ninguna resolución que produzca efecto 
jurídico, salvo el que está establecido en el artículo 39, referido a la suspensión de la prescripción. No 
tiene otro efecto y, como dijimos, no determina obligaciones. Por lo tanto, creemos que no 
correspondería su notificación, aun cuando, para que tenga fecha cierta, es necesario que el 
contribuyente la conozca y esté informado. Precisamente, este conocimiento e información se obtienen 
a través de la puesta en conocimiento al contribuyente de esa circunstancia. Si en esta disposición 
incluyéramos una notificación con carácter de resolución, el contribuyente tendría dos instancias de 
notificación de una deuda. Aclaro que esto es en teoría porque, de no existir una resolución de la 
adninistración al respecto, no habría una deuda determinada. A su vez, habría otra instancia, que es la 
que establece el procedimiento administrativo y siempre está precedida por una vista; luego se llega a 
la adopción de la resolución, frente a la cual se tienen todos los recursos administrativos que la ley 
prevé. Considero que con esto queda claro que lo que se hace aquí es dar más derechos al 
contribuyente, derivados de la necesidad de transparencia de los actos administrativos, ya que esto 
necesariamente va a implicar un mejor fundamento de la resolución que con posterioridad va a adoptar 
la adninistración con respecto a esa actuación. 


SEÑOR ABREU.- En consecuencia, según establece el Director, el acta final de inspección está 
vinculada a los efectos procesales desde el punto de vista de la prescripción y el acto de determinación 
-que es un acto administrativo- es posterior. Por lo tanto, aun notificando un acta final, este no sería un 
acto administrativo susceptible de ser recurrido. Podría serlo, pero se intenta evitar que se transforme 
en un acto administrativo que ingrese en un proceso de recurso administrativo y, reitero, el acto de 
determinación tributario es posterior a este tema. A los efectos procesales, entiendo que establece el 
corte de la prescripción, pero me gustaría saber por qué esto no puede favorecer también a los que 
están en trámite y aún no tienen acto administrativo. Planteo esto en la misma línea que el señor 
Senador Amorín, ya que entiendo que respecto del derecho procesal está muy bien lo relativo al acta 
final de prescripción pero, más allá de que no es un acto administrativo, también es claro que 
determina cada uno de los impuestos y la totalidad de su cuantía. Comparto la preocupación planteada 
por el señor Senador Amorín en cuanto a que no es conveniente que haya un efecto retroactivo, pero sí 
tendría que favorecer con el mismo procedimiento y los beneficios que dan los efectos procesales de 
interrupción de la prescripción -salvo que la Dirección General Impositiva entienda lo contrario- a 
aquellos que todavía no tienen un acto administrativo definitivo. 


SEÑOR FERRERI.- Me parece que de lo conversado se desprende que no habría grandes problemas 
con la redacción en sí y queda claro que tenemos tres universos de contribuyentes: uno relativo a las 
situaciones de aquí en adelante -para las cuales queda claro que esto estaría vigente- otro que 
comprende a aquellas que ya tienen un acto de determinación y otro de quienes estarían en una zona 
gris porque tienen una inspección en trámite. En este último caso, no lo entendemos pertinente, pero 
preferiría que esto lo explicara la doctora Cedrés. 


SEÑORA CEDRÉS.- Me interesa clarificar un poco los conceptos del señor Senador Amorín. ¿Por qué 
en el artículo se establece “a partir de la vigencia de la presente ley”? Concretamente, lo dice porque lo 
único que pretende el proyecto de ley es dar contenido al acta final de inspección. En nuestro Derecho 
no hay ninguna norma que recoja cuál es el contenido que debería darse a esta acta final de 
inspección y, por eso, se dispone que se aplique a partir de la vigencia de la presente ley, ya que no 
hay ninguna disposición anterior al respecto. De todos modos, entiendo que la discusión se puede 
haber planteado porque los Colegios de Contadores y de Abogados introdujeron una variante al 
artículo, que pretendía ser interpretativa y, por lo tanto, retroactiva. En lo personal, coincido en que esto 
generaría un problema jurídico a todos los procedimientos en trámite. Dado que lo único que pretende 
esta norma es dar un contenido a esa acta final de inspección, no veo el inconveniente de que se 
aplique de aquí para adelante y que todas las actas finales de inspección tengan como requisito que se 


establezcan el período, la cuantía y el impuesto que el contribuyente adeuda. Deduzco que esa es la 
finalidad de la expresión “a partir de la vigencia de la presente ley”, porque no existe ningún artículo 
anterior al respecto. 


SEÑOR FERRERI.- Comprendo la preocupación de los señores Senadores, pero entiendo que estaría 
contemplada aún estableciendo que esto regirá a partir de la vigencia de la presente ley, ya que 
tenemos tenemos procesos inspectivos ya iniciados pero muchos todavía no llegaron a la instancia del 
acta final de inspección. Se va a aprobar la ley, pero todavía no figura lo relativo al acta, por lo que, 
para las inspecciones iniciadas antes de la entrada en vigencia de la presente ley que todavía no 
tienen el acta final de inspección, estaríamos obligados a incluir estos conceptos. 


No queremos que haya ninguna zona gris con respecto a la interpretación de que la ley no 
será retroactiva y, por eso, preferimos la redacción que proponemos. 


SEÑOR AMORÍN.- Como es obvio, el Derecho Tributario no ha sido ni será mi especialidad. 
Lamentablemente, soy solo sujeto tributario. 


(Hilaridad) 


Según la información que se nos dio, hay algunos episodios que están en la Justicia y en los 
cuales se discuten estos temas. En algunos casos, se debate acerca de lo que debería contener el 
acta final de inspección y si está bien hecha porque ella ya ha sido realizada. 


Si aprobamos una ley y establecemos que a partir de su entrada en vigencia debe tener algo 
determinado, el Juez puede interpretar que no es necesario aplicarla hacia atrás. Eso queda claro, pero 
con lo que estamos legislando acá vamos a perjudicar a una determinada cantidad de casos que están 
en pleito, y eso no lo voy a votar. Ahora bien, si se establece para cuando ocurra determinada cosa y 
queda claro que no estamos jugando un papel en juicios que están en trámite, no tengo inconveniente 
en votarlo. 


El proyecto de ley en su totalidad me parece bueno y necesario. Voy a votar la mayoría de los 
artículos, pero no uno que influya a la Justicia en temas que están en trámite. 


Básicamente, esto es cuanto quería manifestar. Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Para aclarar la exposición del señor Senador Amorín, quiero decir que, hoy 
por hoy, el acta final de inspección no tiene ningún contenido obligatorio, aunque sí hay un 
requerimiento de existencia, cualquiera sea su contenido, que está vinculado a la prescripción. 


En todos los procesos en curso puede haber un acta final de inspección o no, pero no se 
discute su contenido. 


Si ahora obligamos a esas actuaciones a tener un determinado contenido, estamos 
modificando una situación preexistente. Algunas de esas actas tienen el contenido que prevé la ley y 
otras no, pero existen. Los casos en que no existe, no se ven afectados por esta disposición; pero hay 
casos en que sí existe y, aunque no esta disposición no estaba vigente en el momento en que dicha 
acta se dictó, se daría retroactividad a las actas y eso implicaría revisar -no como un perjuicio para el 
contribuyente, sino para la adninistración- todas las actuaciones en las que obro conforme a Derecho 
para reclamar un contenido que no era exigible en el momento en que esas actas se realizaron. 


SEÑOR AMORÍN.- Nunca vi un juicio de este tipo, por lo que no sé qué es lo que se discute. 
Seguramente, lo que se discute ante la Justicia es cuál debería ser el contenido de las actas finales de 
inspección. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- No es precisamente eso lo que se discute, señor Senador. 


Como las actas finales de inspección no tienen un contenido reglado, ellas existen o no; no 
importa lo que contengan. Por eso, lo que se discute es si ellas existen o no y no su contenido, puesto 


que, reitero, eso no estaba reglado. Ningún contribuyente puede exigir o reclamar que el acta final de 
inspección tenga un determinado contenido. Sí va a poder reclamarlo a partir de ahora. 


De otra forma, estaríamos reclamando a la adninistración que le hubiera dado a esas actas 
finales de inspección un contenido que no tenían de acuerdo con la reglamentación vigente. Quiere 
decir que estaríamos castigando a la adninistración porque no incluyó una disposición que no estaba 
obligada a incluir. 


SEÑOR AMORÍN.- Se nos dijo que aunque no existiera esta ley, de hecho, hacía tiempo que la 
Dirección General Impositiva estaba realizando actas finales de inspección con este contenido. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Es cierto lo que afirma el señor Senador Amorín. Es más, desde hace mucho 
tiempo la adninistración fiscal incluye este contenido en las actas y, para mayor tranquilidad y a 
efectos de darles una fecha cierta, son informadas al contribuyente de acuerdo con un procedimiento 
de notificación y, en algunos casos, firmadas por ellos. 


SEÑOR HEBER.- Escuché la propuesta del señor Senador Amorín y también la respuesta de la 
adninistración y me queda clara la interpretación de la forma auténtica y los inconvenientes que se 
generan. Sin embargo, no me quedó clara la respuesta de la adninistración ante la sugerencia del 
señor Senador Amorín cuando hizo referencia a que los sujetos pasivos fueran auditados por la 
Dirección General Impositiva; no me quedó claro si eso podía generar algún inconveniente en las 
inspecciones que están realizándose en la actualidad. No tengo formación jurídica pero, por lo que 
entiendo, este artículo tendría vigencia a partir de que se vote el proyecto. Por eso, me gustaría que se 
abundara sobre el inconveniente de establecer, en vez de “a partir de la vigencia de la presente ley”, la 
expresión: “cuando los sujetos pasivos sean auditados por la Dirección General Impositiva”. 


Tampoco me quedó clara la respuesta de la adninistración al agregado sugerido por el 
Colegio de Abogados, que establece: “lo que deberá ser confirmado por el jerarca o supervisor del 
equipo inspectivo notificado a los sujetos pasivos de acuerdo al artículo 42”, etcétera. Quisiera saber 
cuál es el inconveniente de introducir este segundo inciso al artículo. Por tanto, me gustaría que 
hicieran algún comentario al respecto para poder votar de una u otra manera. 


SEÑOR ROMANO.- En primer lugar, quiero referirme a la motivación que nos llevó a proponer este 
texto, asegurándoles que la intención de la adninistración para nada fue tratar de beneficiarse de 
litigios en curso al momento de la sanción de la ley. Realmente estamos muy lejos de ese objetivo. El 
fundamento que nos llevó a proponer este texto fue el mismo que el del artículo 5%: establecer una 
obligación legal a la adninistración para que el acta tuviera un contenido mínimo. ¿Por qué? Porque 
como bien decía el contador Hernández, el contenido del acta no está reglado en ninguna norma de 
carácter legal ni reglamentario. Por lo tanto, los litigios que hoy tiene en curso la adninistración no 
versan, no refieren al contenido sino a si es válido o no el acto, no el acta. Hoy por hoy, lo que se 
discute en los tribunales es si existe o no el acta. Entonces, esta redacción, en el sentido de que el 
contenido de esta norma entre a regir a partir de la vigencia de esta ley, no va a incidir en los litigios en 
curso, ya que ese no es el objeto que se está evaluando. Como dije, lo que se está discutiendo es la 
existencia o no, pero no el contenido. 


Ahora bien, si nosotros aceptamos la propuesta del señor Senador Amorín -cuya 
preocupación compartimos porque, reitero, nuestro objetivo no es incidir en los casos en curso- y 
eliminamos la expresión “a partir de la vigencia de la presente ley” -cuestión en la que, a priori, 
podemos estar de acuerdo- habría que preguntarse, como ya lo ha hecho el señor Senador Heber, en 
qué incidiría esto. Es obvio que las leyes rigen desde su vigencia; en principio, pues, una persona 
podría decir: “entonces, con esta modificación y suprimiendo esta frase, no hay ninguna lesión a los 
intereses de la adninistración”. El problema es que todos sabemos que existen distintos métodos de 
interpretación de las normas. Por lo tanto, si pudiéramos ubicarnos en el futuro -pensando en un caso 
que está vigente hoy, con actas redactadas con anterioridad a la vigencia de la ley- y enviar una señal 
al Poder Judicial, de acuerdo al método de interpretación que acude a lo que es la historia fidedigna de 
la sanción de la ley y con el antecedente de que el Mensaje del Poder Ejecutivo incluyó esta frase y el 
Poder Legislativo la eliminó porque entiende que este contenido no es a partir de la vigencia de esta 
ley, ahí sí podríamos estar incidiendo de manera retroactiva en juicios que ya están en discusión. 


En consecuencia, nos parece que la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo en absoluto 
incide en los casos que están en curso. Eliminar esta frase del texto estaría, en cierta forma, 
induciendo a suponer que esto ya era necesario con anterioridad. Y lo más grave es que en la 


propuesta de los Colegios se agregan otros elementos, cuestiones que no podrían ser exigibles con 
retroactividad cuando, de hecho, estamos de acuerdo en que no existía la más mínima reglamentación 
sobre esto. Justamente, eso es lo que motiva el proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Heber también había solicitado que se hiciera algún 
comentario sobre la otra propuesta del Colegio de Contadores con respecto al artículo 6*. 


SEÑORA CEDRÉS.- Como explicó muy bien el contador Hernández, otra de las novedades que se 
incorporan en las propuestas de los Colegios es que no se notificaría conforme al artículo 46 del 
Código Tributario, que prevé la vista previa cuando existen infracciones, salvo la mora. Por lo tanto, 
estaríamos agregando condicionamientos que, hoy por hoy, no tenemos. Simplemente, al 
contribuyente o interesado se le deja una copia del acta y se firma. Si diéramos vista previa de esas 
actas -no hay que olvidar que desde el punto de vista del procedimiento no corresponde- estaríamos 
dilatando aun más el procedimiento tributario y creo que es lo que todos queremos evitar. 


La otra preocupación que presenta la redacción alternativa que plantearon los Colegios es que 
ata al acta final de inspección para que tenga los efectos previstos en el artículo 39 del Código 
Tributario, es decir, la interrupción de la prescripción, precisamente, una de sus hipótesis es que se 
interrumpe cuando hay acta final de inspección. 


¿Qué queremos decir con esto? Que este artículo pretende regular únicamente el contenido 
del acta final de inspección que, como quedó claro, no está regulado ni legal ni reglamentariamente. Si 
condicionamos y aceptamos esta propuesta del Colegio de Abogados estamos vinculando a otro 
instituto del Derecho Tributario regulado por el Código Tributario y modificando su esencia, porque hoy 
por hoy interrumpe la prescripción el acta final de inspección, no la vista previa ni su notificación. Por 
eso nuestra preocupación era que el artículo cumpliera con la finalidad por la cual fue enviado por el 
Poder Ejecutivo. Es decir, que a nivel legislativo se mantengan los requisitos mínimos que debe 
contener esta acta y no mutarle su naturaleza propia. Tal como muy bien explicó el contador 
Hernández, no queremos que se convierta en una resolución, sino que continúe siendo un acta. 


SEÑOR FERRERI.- En buen romance, no queremos que haya dos actos administrativos, porque el 
acto de determinación final es el que produce la posibilidad de recurrir y demás. Realizando estos 
agregados, con referencia a los artículos en cuestión, estaríamos dando la posibilidad de que el 
contribuyente recurra una comunicación interna entre el cuerpo inspectivo y su jerarca y luego recurra 
también en el acto de determinación. Esto nos parece improcedente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A esta altura del debate, la Mesa consulta a los integrantes de la Comisión si 
consideran que disponemos de los elementos suficientes como para tomar una decisión y votar el 
proyecto de ley. 


SEÑOR HEBER.- No tengo ningún inconveniente en votar ahora el proyecto de ley. Sin embargo, 
quiero hacer un comentario sobre las dos explicaciones dadas, la última de las cuales parecería más 
clara en cuanto a qué instancias no estamos buscando, aunque indudablemente ello puede significar 
una demora en las acciones de la Dirección General Impositiva. 


Los comentarios previos al artículo 6”, que comienza diciendo: “A partir de la vigencia de la 
presente Ley”, no fueron contundentes; lo digo con sinceridad. Quizás podríamos explicar en Sala que 
cuando se dice “Cuando los sujetos pasivos sean auditados”, en los hechos refiere a que ello se 
aplicará a partir de la vigencia de la presente ley. De esa manera, quedaría claro que esa modificación 
no surgió simplemente en la discusión en la Comisión. Considero que si lo explicamos en Sala, 
daríamos certeza sobre el punto que se cuestiona: esa disposición regirá a partir de la vigencia de la 
presente ley, es decir, cuando se sancione. Argumentar que un Juez podría considerar que el hecho de 
que esta modificación haya sido introducida en comisión generaría determinadas situaciones, no me 
parece contundente. 


SEÑOR RUBIO.- Creo que mantener la frase “A partir de la vigencia de la presente ley”, simplemente 
refuerza las certezas. Más allá de las explicaciones que podamos brindar en Sala, esto se vuelve 
significativo en la medida en que figura en el proyecto de ley. 


A mi entender, se crea confusión en algo sobre lo que se quiere ser nítido. La reiteración 
conceptual que implica la frase “A partir de la vigencia de la presente ley” simplemente refuerza y da 


certeza sobre los marcos de referencia. Por ello, somos partidarios de mantener la norma tal como 
figura en la iniciativa. 


SEÑOR AMORÍN.- Una de las dudas que me provoca este artículo es cómo va a incidir en las acciones 
en curso. Francamente, creo que va a tener incidencia en ellas, pero no he encontrado una redacción 
que me dé tranquilidad en ese sentido. 


Las otras explicaciones han sido claras; con algunas coincidimos y con otras no, pero estamos 
en condiciones de votar el proyecto de ley. 


SEÑOR FERRERI.- Simplemente, deseamos agradecer la oportunidad que nos ha brindado la 
Comisión de Hacienda de exponer nuestra posición sobre la iniciativa y realizar un brevísimo 
comentario reiterando lo expresado por el contador Romano. 


Imaginemos, por ejemplo, que este proyecto de ley no se vota y que este artículo no existe; 
no habría incidencia alguna en los procesos judiciales vigentes o que están corriendo porque hoy no 
habría ninguna regla que determinara cómo debe realizarse el acta de inspección. Si nosotros 
marcamos el tema de acá en adelante, en forma nítida -como decía el señor Senador Rubio- no 
estaríamos influyendo absolutamente en nada sobre los que están en curso, ya que hoy no hay regla 
en este sentido. No tenemos cómo influir hacia atrás si decimos que la norma comienza a regir “A partir 
de la vigencia de la presente ley”. 


A modo de resumen, se plantearon objeciones sobre el artículo 1%, el 3%, el 5* y el 6*. 


Por consenso, en el artículo 1% se resolvió extender el plazo “hasta el 31 de diciembre de 
2006”, en lugar de “hasta el 31 de diciembre de 2004”. 


El artículo 32 mantendría su redacción original. 


El artículo 5% culminaría luego de “Dirección General Impositiva” y se estipula que la 
actualización se hará cada dos años, por lo que se elimina la expresión “en forma periódica” propuesta 
anteriormente. 


El artículo 6%, a nuestro entender, debería mantener su redacción actual. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Antes de finalizar, solicitaría al contador Serra que hiciera una aclaración 
sobre el artículo 4”. Si bien no es una de las disposiciones en discusión, la propuesta implicaría una 
mejora en la redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Habría alguna modificación en la redacción? 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Se propone una mejora en la redacción que da mayor certeza a los conceptos 
que allí se manejan. 


SEÑOR SERRA.- La justificación del artículo 4% es que, como en la práctica no se había logrado la 
finalidad que buscaba el Poder Ejecutivo, con esta norma se ampliaron las hipótesis por las cuales los 
contribuyentes pueden acceder a este régimen, de manera de lograr una reducción en los recargos. 
En este sentido, nos permitimos realizar un pequeño ajuste terminológico a la redacción de las 
disposiciones para que se logre el verdadero propósito que se busca. En el proyecto de ley que remitió 
el Poder Ejecutivo, la condición del literal a) del artículo 4% era cancelar al contado el total del adeudo. 
Nosotros consideramos que en materia tributaria, además de la cancelación al contado, existen otras 
formas de cancelar las obligaciones por lo que proponemos que se elimine el término “contado” y que 
el literal refiera simplemente a que se cancele el total del adeudo, lo que se podrá hacer a través de un 
pago efectivo, una compensación, etcétera. 


En el caso del literal b), el proyecto de ley establece: “cancele el total del adeudo mediante 
una entrega del 20% (veinte por ciento) del mismo y la entrega de un máximo de seis cheques 
diferidos con vencimientos cada treinta días, contados desde la entrega inicial”. Esta redacción podría 
llevar a inducir que con la entrega de cheques diferidos se estaría cancelando la deuda, cuando no es 


así. En esta materia no se pretendió innovar y lo que realmente se quiso decir es que se cancela el 
20% del total del adeudo -mediante un pago, una compensación o lo que fuere- y se entregan seis 
cheques diferidos. 


Por tanto, solicitamos a los señores Senadores que introduzcan la siguiente modificación a la 
redacción del literal b): “cancele el 20% del total del adeudo y por el saldo restante entregue hasta seis 
cheques de pago diferido”. 


SEÑOR ABREU.- Estoy de acuerdo con esta modificación, inclusive desde el punto de vista jurídico, 
porque el término “entrega” no resulta claro; se debe hablar de pago o de cancelación que se produce, 
entre otros medios, a través del pago. Ahora bien, también es cierto que el cheque tiene efecto 
cancelatorio de lo que se va pagando. Más allá de este tema -en cuya interpretación estoy de acuerdo- 
me surge una pregunta sobre el cheque diferido. El sujeto tributario que cancela un adeudo, ¿lo debe 
hacer con un cheque diferido librado por él o puede entregar cheques diferidos de terceros? 


SEÑORA CEDRÉS.- El pago realizado por un tercero es válido. Mientras ingrese al Tesoro, a nombre 
de quién está el cheque, es una cuestión menor. 


SEÑOR ABREU.- Seguramente el tema del cheque diferido está vinculado, fundamentalmente, a la 
responsabilidad penal que existe al librar un cheque sin fondos. En este caso, evidentemente, se 
transferiría a un tercero y no precisamente al deudor tributario. Mi pregunta apunta a tratar de aclarar 
cómo podemos manejar este tipo de situaciones, porque en el juego del comercio -que siempre es muy 
creativo- el propio sujeto tributario, de librar un cheque, puede quedar fuera de la responsabilidad penal 
y extenderla a un tercero. 


SEÑOR FERRERI.- Entonces, nosotros haríamos esos pequeños ajustes de redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a nuestros visitantes por haber colaborado en el análisis del 
proyecto de ley que tenemos a consideración. 


(Se retiran de Sala los representantes del Ministerio de Economía y Finanzas y de la Dirección General 
Impositiva) 


-Corresponde pasar a votar el proyecto de ley. 
En consideración el artículo 1*. 


Cabe recordar que hay una propuesta de modificación de este artículo: en lugar de la 
expresión “31 de diciembre de 2004” debe decir “31 de diciembre de 2006”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar con la modificación propuesta. 
(Se vota:) 

-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 2*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 3". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Sobre el artículo 4%, la delegación que nos visitó en el día de hoy, propuso algunas 
modificaciones. 


Léase el artículo 4% en su nueva redacción. 


(Se lee:) 


“Artículo 4*.- Sustitúyese el primer inciso del artículo 472 de la Ley 17.930 de 19 de diciembre 
de 2005, por el siguiente: 


“La Dirección General Impositiva (DGI) podrá disponer, en la forma y condiciones que 
establezca la reglamentación, una reducción de los recargos incluidos en los acuerdos previstos en el 
artículo anterior, en tanto dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la firma del acuerdo, el 
contribuyente: 


cancele el total de lo adeudado, o 


cancele el total de lo adeudado mediante una entrega del 20% (veinte por ciento) y por el saldo 
restante seis cheques diferidos con vencimientos cada treinta días, contados desde la entrega inicial, o 


constituya aval bancario o seguro de caución por el total del adeudo, a satisfacción de la 
adninistración.” 


-En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 4% con las modificaciones realizadas. 


(Se vota:) 


-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 5% que también fue modificado. 


(Se lee:) 


“Artículo 5*.- Encomiéndase al Poder Ejecutivo, en el plazo de un año contado desde la 
entrada en vigencia de la presente ley, la realización de un Texto Ordenado de la normativa vigente 
sobre derechos, garantías y deberes de los obligados tributarios, en el marco de su relación con la 
Dirección General Impositiva. El presente Texto Ordenado se actualizará cada dos años.” 


-En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 5% con la nueva redacción. 


(Se vota:) 


-5 en 6. Afirmativa. 
En consideración el artículo 6*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 6* tal como figura redactado. 

(Se vota:) 

-4 en 6. Afirmativa. 

En consideración el artículo 7”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 8*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Queda aprobado el proyecto de ley que se remitirá al Plenario. 


La Mesa propone al señor Senador Michelini -lo consulté personalmente- como Miembro 
Informante de este proyecto de ley en el Plenario. 


(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Quedaría pendiente el proyecto de ley de Promoción del Deporte con algunas modificaciones 
y no sé si los señores miembros de la Comisión ya han visto el comparativo. 


SEÑOR ABREU.- Debo decir que analicé el comparativo y, dado que por diversas circunstancias no 
pude estar en las reuniones anteriores, quisiera realizar una serie de comentarios puntuales sobre el 
proyecto de ley. Me refiero a aspectos que considero importantes desde el punto de vista tributario, de 
su alcance e, inclusive, cuestiones que están vinculadas con otros proyectos de ley que seguramente 
van a venir, como la Ley de Deportes o el anterior proyecto de ley respecto de los porcentajes de los 
contratistas, los jugadores y los equipos, que no fuera aprobado en el Senado. Más allá de todo esto y 
del contexto global, me gustaría hacer algunos comentarios puntuales -si es posible, en la próxima 
sesión de la Comisión- por ejemplo, sobre el tema de los fideicomisos, el alcance de la ley, a qué tipo 
de institución deportiva puede beneficiar, etcétera. Pensamos que no solo se puede hablar del fútbol 
profesional, ya que hay algún proyecto adicional sobre otros deportes; recuerdo haber estado presente 
en la reunión en que comparecieron el Comité Olímpico y algunas Federaciones deportivas. 


Creo que es muy importante aprovechar este proyecto de ley para llegar a un concepto un 
poco más integral y que no quede reducido exclusivamente a los clubes profesionales de fútbol. 


Por otro lado, me gustaría saber sobre los mecanismos de seguimiento y los instrumentos de 
fideicomiso; quisiera realizar algún comentario para ver cómo podemos encontrar algún criterio 
coincidente. 


SEÑOR RUBIO.- Teniendo en cuenta las observaciones del señor Senador Abreu, y a su vez los 
problemas de integración que tenemos en este momento -también recuerdo que el señor Senador 
Baráibar tenía mucho interés en participar, pero la sesión de la Comisión ha coincidido con la reunión 
de EUROLAT por lo que todo se ha complicado- propongo que este tema quede para la próxima 
reunión de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo, señor Senador. Intentemos votar ese proyecto de ley en 
la próxima sesión porque, como habrán notado, en los asuntos entrados también figura el proyecto de 
ley que tiene que ver con la Participación Público-Privada. Se trata de una iniciativa importante, sobre 
la que ya ha habido una prolongada discusión, y creo que también merece un trámite rápido. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 43 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


